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Thl'fRODUCCIÓN 

La Conslitución española de 1978 
(en ndclmliC CE), 1ms reconocer el de­
recho de todos a un proceso con 1odns 
las garantías (art. 24.2 CE}, consagra el 
principio de publicidad de los procesos 
(art. 120.1 CE). Se trata de que terceras 
personas, el ptíblico. tengan la posibili­
dad de presenciar las actuaciones pro­
cesab, con las excepciones que pre­
vean las leyes de procedimiento para sal­
vaguardar olros bienes constitucional­
mente protegidos. 

La publicidad de las actuaciones pro­
cesales es una conquista del pensamien­
to ilustrado. Plantando cara a h1 'justi­
cia de gabinete" del Antiguo Régimen, 
el movimiento liberal apostó por la pu­
blicidad del proceso como garantía de 
los derechos naturales, inalienables y 
sagrados del hombre frente al arbitrio 
judicial y eventuales intromisiones gu-

bernnmcntales en la consmu..:ión y fun­
cionamiento de los tribunale~ . así como 
inslrumeuto para e l fortalecimiento ele 
la confianza del pueblo en la Adrnini'­
tración de Justicia t:n l anto in >trumcnto 
de control popula r .obre la misma'. 
Como consecuencia ele estos p ,¡u lados 
ideológicos. el derecho a ser juzgado 
mediante un proceso públ ico y ante un 
tribunal imparcial P'"ó a incl uir~e en Id 
pan .: dogmát ica de a lguno' l<:xln\ 

fundacionales del ConMitucional i ~rnll ' . 

Hoy dín nnclie cuest iona la bondad 
de c'tas preví iones constnucionale>. El 
ciudadano ha de estar informado del 
funcionmnicnto de la Justicia ¡x¡rquc el 
disfrute cfecti vo de ~us Jen.:cho' fun­
damcntale~ y. en último término. la lc­
gilimidad democrática del Poder Judi­
cial depende. en gran med1da. de e llo. 
Una Justicia que no e ·té pre,idida por 
el principio de public idad di fícilmente 
puede alcanzar legiti midad en un Esta­
do Democrático de Derecho. Si corno 
señala el art. 117 CE "la justicia emana 
del pueblo", resul ta muy lógica la 
constitucionalización de dicho principio. 
ya que el pueblo tiene derecho a con­
trolar y enjuiciar corno se ndministra 
efectivamente. El control pübli ..:o de las 
decisiones judiciales cumple así una 
doble fi nalidad: de un lado. evita los 
juicios secretos respec1o de los cuales 
no cabe valorar su legal idad y eficacia. 
y. de otro. asegura la confinnza de la 
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~ociedad en la Administración de Justi· 
da, pues la publicidad es si n duda la 
rnayor garantía de la legalidad de una 
conduela. 

Sentado lo dicho. a nadie se le ocul­
ta que los medios de comunicación jue· 
gru1 hoy un papel deci~ i vo en la actua­
~ión del principio constitucional de ¡m· 
blicidad de los procesos. Como han re· 
conocido el Tribunal Europeo de Ocre· 
chus Humanos (en adelante TEDH) y 
nuestro Tribunal Constirucional (en ade­
lnnJe TC). ''el principio de publicidad 
ele los juicios( ... ) impl icaqucéstossean 
conocidos más allá del círculo de los 
presentes en los mismos. pudiendo te· 
ner una proyección general'' que no se 
]lace efectiva ''nuís que con la asisten· 
c ía de medios de comunicación social. 
en cuanto que tal presencia permite ad­
CJLiirir la información en su misma fuen· 
te y transmitirla a cuantos. por una se· 
ríe de imperativos de espacio, tiempo. 
distancia. quehacer. etc .. están en la im· 
posibilidad de hacerlo"'' . Algún autor ha 
llegado incluso a cali licar a los medios 
de comunicHción corno los ·'garantes 
naturales" de la ptlblicidad del proceso. 

Sin embargo. en ocasiones, al infor· 
mar sobre asumos sub iudice. los me­
dio:. de comun icación. por así decir. ac· 
1úan como jueces, de modo que se sus­
liluyc la jurisdicción estatal por el jui­
cio mediáticu. En este sentido, habla· 
mos de juicios paralelos cuando los 
medios asumen una func ión que est<Í 
asignada constitucional y exclusivamen-
1<' a los jueces y magistrados que inle· 
J! l"nn el Poder Judicial del Estado i:ut . 
l \7.3 CE). No hay juicio paralelo cuan· 
do los medios descubren y denuncian 
asuntos y sit uaciones ilegales que aca­
ban posteriormente en lo' tribunales, 
pues en tales casos cumplen su función 
constitucional. Pero una vez iniciadas 
las actuaciones judiciales, las fro nteras 
de la información se aprecian con me­
nor nitidez. 

A dec ir verdad, el juicio paralelo 
puede alcanzar diversas inlensidades. En 
su múxima expresión se llega a buscar 
testigos y pruebas a fi n de contrastar las 

declaraciones de acusados. acusadores 
y peritos. lo que plantea no pocos pro­
blemas de relevancia constitucional. 
Uno de los más trascendentes es la po­
sible vulneración de los derechos al ho­
nor. a la presunción de inocencia y a la 
defensa. ya que se puede inducir en la 
opinión pública un veredicto anticipa­
do de culpabilidad de una persona sin 
que ésta pueda servir. e de las garanlías 
que recoge la CE. Otro grave problema 
es el de la posible influencia del juicio 
mediático sobre la imparcialidad de lo 
jueces profesionales o la de los ciuda­
danos llamados a formar pane de un 
jurado. Sin tampoco olvidar la pertur­
bación que una desmedida información 
de tribunales puede causar en el desa· 
rrollo de una investigación judicial. 

Con ello se suscita un confl icto en­
tre las reglas de funcionamienlo de la 
Admini~ Jrac ión de Justica y la libcrlad 
de información, que ha de resolvcr~c 
conciliando la función constitucion:tl de 
la justicia con la de los medios de co· 
rnunicación. En cualquier caso. resulta 
imprescindible evitar la sustilución de 
los jueces por la prensa, pero ello no 
debe ser una excusa para limilar el de­
recho de crítica pública a b1 juslica' y. 
ni mucho menos. limitar la publicidad 
de las actuaciones judiciales que consa· 
gra nuestro texto constitucional. Se hace 
necesario compatibil izar la libertad de 
información con otros derechos, hicncs 
u valore~ de innegable relcvllncia cons· 
titucional. 

A mi juicio, a falta de una normati· 
va concreta aue. como en otros_¡míses 

de nuestro entorno, regule o limite en 
estos supuestos la actuación de los me­
dios de comunicación. la solución pasa 
necesariamente por el principio de pro­
porcionalidad'. ya que no cabe suprimir 
indiscriminadamente la información de 
lribunales, ni lampoco admitir, en vir­
tud de una deficiente comprensión de la 
libertad de infonnaciún, una publicidad 
incontrolada que atente contra derechos 
fundamentales. la imparcialidad de la 
justicia y, en definitiva, las garantías del 
jai,-o·ial. Es doclrina constitucional que 
los derechos fundamentales, como 10-



dos los derechos subjeti \'OS, no son de­
rechos ab.1olmos, no son derechos que 
puedan ejercitarse sm límite alguno. Su 
ejercicio está sometido a condiciones 
nuís allá de las cuales resulta ilegítimo. 
El TC ha llegado incluso a admitir la 
existencia de límites al eJercicio de lo~ 

derechos fundamentales que, aunque no 
'e encuentran previsto~ de manera ex­
pr~a. l'iencn impuc~tos por la propia 
lógica de nuc~tro sistema consti tucional. 
Pero no cualquier bien o principio jurí­
dicamente protegible puedeactuarcomo 
límite de los derechos funrl~mcntalcs. 
Si a~í fuera, resultaría muy sencillo para 
el poder públ icu l'adar de contenido 
tales derechos mediante la invocación 
de supuestos principios o biene~. Lo; 
límites implícitos a los derechos funda­
mentales. es decir. los 110 contempl:1dos 
c~pr~amentc, han de ba~arsc ~iempre 

siempre en bien~ o valores constitucio­
nalmente protegidos•. tenidos en cuen­
ta por el constituyente. En todo caso. y 
como cláusula de aiYaguardia, no hay 
que olvidar que tanto en la determina­
ción de los límites a lu~ derechos fun­
damentales como en la ponderación en­
tre los límites constilllcionalmente po­
sibles y los propios derechos ha de te­
nerse muy presente "la fuerza expansi1·a 
de los derechos fundamentales, interprc­
tando,pues, re. trictivamente sus límites, 
que ( ... ) deben resultar proporcionales 
de c:1ra a obtener el fin que persiguen'''. 

JUICIQS PARALELOS E 
JNTERES DE LA JUSTICIA 

El TC ~e ha pronunciado en un par 
de ocas tones a favor de la constituciona­
lidad del art. 301 de la Ley de Enjuicia­
miento Criminal (en adelante LECrim) 
que recoge, como excepción a la regla 
general de publicidad del proceso pe­
nal. la existencia de una fa~e del mis­
mo. la instrucción del sumario, en la que 
impera el secreto. 

L1 STC' 176/88 cifra el fundamento 
del secrctu sumarial en la "necesidad de 
asegurar la investigación de la verdad 
de los hechos, exigidas por el interés de 
la justicia penal", de tal manera que se 
eviten "interferencias y manipulaciones 

dirigidas a obstaculizar la im·~~ugación. 
en su objeti1 o de al'enguar la ve1dad de 
los hechos". Así. pue~. ~egún el TC. la 
razón última de e>la imtituciun no ntdi­
ca en la CO!l\ entencia de <alvaguard.u 
la imparcialidad del JUZgador. C\ ttando 
prc iones e innucncta> externa' de lo:. 
medios de comunica~ión y de la opinión 
pública. sino en lu necc>id~d de ga1 .m­
tizar la propta in' cstigación judicial de 
la que depende el éxito de J.¡ JUSticia 
penal. El secreto del sumano C> una 
medida práctica para garantizar el éxito 
de la inYestigación judicial <), como in­
dica la Exposición de Moti' O> de la 
LECrim, ·'impedir quedesaparcL.can las 
huellas del delito y para recoger o In­

ventariar los datos que basten para com 
probar su exi t~ncia y reunir los elemen­
tos que más tarde han de utihi.:II'>C y 
depurarse en el cri\ol de la t.:untmdic­
cJón durante los solemnes deball:l> del 
juic1o oral }' público". 

El TS. por w parte. ha con! m nado 
~te fundamento. pero ha hecho hinca­
pié ademá en oliO no :~preciado po1 el 
TC, cual es la garantía del dc1 ~clio ,ti 
honor del imputado. A 5Í, en alguna oca­
sión. tras considerar como intronusitm 
ilegítima en el ámbito del honor "la di­
vulgación de expresiones o hecho~ con­
cernkntes a una persona cuando la di 
fmnc o In haga desmcrecct en la conSI­
deración ajena"', el TS ha t.:xtcndido c'ta 
categoría a la infonnación que revelaba 
indebidameme datos de una querella 
presentada. concluyendo que "c>ta mis­
ma tipología ' iene agravada en lo~ su 
puesto~ de actuacione' criminalc<, dada~ 
a conocer al público por 1•fa de infor­
mación periodística, oh idando el secre­
to de las diligencias sumariales confor­
me pre1•iene el an. 30 1 de la Ley di! 
Enjuiciamiemo"'~. 

Llegados a este punto. cabría pregun­
tarse si la difusión del contcujdo de las 
diligencias del ~lunario. que son secre­
tas para el exterior (art. 30 1 LECrim). 
constituye una conducta penal mente san­
cionable en vinud de lo dispuesto en el 
an. 197.3 del vigente Código Penal (en 
adelante CP), que sanciona la di fusión, 
revelación o cesión de los datos rcscr-

Vea-.: rc•r lud.J,, a '" l ~0.'90. 
dt.~ ~7 de; JUOtll 

S!< 1\h• ~.de ll de d1t1~mbrc. 
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vados a laceros. y que consta de do~ 
apanados muy claramcnle chferencia­
do,. En el primero. s~ contempla un tipo 
cualificado pam quiene~. adcm:h d~ r~,l­
l i7~1r la conduela de apoder.unienlo d~ 
un 'ccrelo. lo diwlgan a terceros. En el 
'cgundo. se de>cnbc un upo atenuado 
para Jgucllo' e u) a conducta consista 
ú nic:un~nl~ ~n difundir. re1claro ceder. 
no l1<1hiendo pm1icipmlo en el pre1 io 
de,cuhrimicnto de Jo, 'ccrct<>' ajen"'. 

Pue, bien. la respuesta ha de ser nc­
gal i ""· atend1endo a la dtl<.' lrinajurispru­
d..:nci;¡J que considera que este precepto 
con1icnc Ulla rcgulacidn genérica que 
cede anl~ la r~gu l ac i<in c'¡x:dlica de l:1 
\' IOiadón dd \CCTCtU del SUIII:Iriu con­
len ida en el an. 466 CP. qtlc sanciona l:1 
rCI elación de actuaciones jUdiCiales se­
Cretas. En e>te caso. la conduct,t típtca 
cun'Í>Ic en rc1clar aclu:lciones proce­
-:ales declardda' sccrcl," por la autori­
dad JUdicial. 

Pero e> que. ad~mJ . con arreglo a 
la inh.:rprctación que nue,lro TC ha rea­
lil.ado de los preceptos que regulan el 
secreto del sumario. ;i lo que >C difun­
de es una declaración de una persona. 
sea o no testigo o imputado. no ;OhJc el 
resultmlo de las di ligcn~ias, sino >obre 
los /i e¡·hiJI' o circunslrmcias que él prc­
;cncití o en los que directa o indirccla­
mcnt..: lomó parte. o con los que luvo 
relación de algún tipo o sunplemcllle 
conoció por reFerencia de otras perso­
nas. no estaremos ante una conducta 
sancionable. Para el TC. lo que pmi­
gue el secreto del sumario e; impedir a 
.\,.~§. ,iUf,tllid .. '!,< ,\¡>§ ¡llllW',• .t.r <i\~1\1111.1>" 
casos (an. 302 LECrim). acceder a la' 
actuaciones judiciales en esa fase pro­
ce. a l. pero no prohíbe conocer por me­
dios 1 ícitos y al margen de la actuación 
judici:1l cualquier hecho rdercnte a la 
materia que se discute. El secreto del 
sumario se predica sólo de las diligen­
c ias que lo constituyen, pero no signifi­
ca "que uno o varios elementos de la 
rea lidad social sean arrebatados a la li· 
bcmad de información'' '"· De lo conlw­
riu -añmlc el TC-, el mal entendido se­
creto del sumario "equivaldría a crear 
una atípica o ilegítima materia reserva-

da sobre lus hechos mismos acerca de 
lo~ cuaJe:, in1 estiga y realiza la oponu­
nJ umruCCión el órgano JUdicial. y no 
sohrc las actuaciones del órgano judi­
cial que cun,ti tuy~n el ;umario"11• 

E' decir. qucd:m cubiertos por el se­
creto del MJ!IIario lo~ conoci m1entos 
extraído; de las propias actuacione' ju­
dic iale~ . pero no lo sabtdo al margen del 
pmcc;o. no la' inlm macioncs ohlcnidas 
ante' o ft1cra dd ¡m)l;cso, lo que signi­
lica. no ;tilo que los terceros que ten­
g:m conocimiento de algunos hechos 
rcl,tctonados con la investigac ión judi­
cial pueden relatarlos ptíblicamcnrc, 
,inn q t1 ~ '"'propios lcsligos y el impu­
tado pueden dc,cubrir públicamente lo 
que hayan dcclamdo ante d juez ins­
tructor. pues el conocimiento de tales 
datos no procede del umario. smo de 
la pcrccpctón directa o indirecta de lo' 
hecho,. 

0..: IHICI o la pregunta se impone. Con 
cMa interpretación estricta del secreto 
del 'u m ario que realiza el TC. ; dónde 
queda la garantía de la investigación 
JUdictal'! ¿y dónde la garantía del dere­
cho al honor del imputado?. 

Se diría q11c el TC contradice su pro­
pia doctrina sobre el fu ndamento del 
secreto sumarial. ya que. en la práctica. 
lo deja reducido casi a la nada. convir­
tiendo en inoperante. en un recipiente 
vacío de contenido, la in, litución. Si 
cualquier persona que tenga un conoci­
miento mediato o i nm~diato de los he­
chos puede con liar a un periodista cual­
~\\..'\re.~.\\!W\15'.~líl!'.~\t.Wcólr.L.'\.\Wi...~(;.. 

tigación JUdicial. lo haya u no re1 ciado 
anlc el jucL en el curso de las diligen­
cias sumariales. es evidente que las ga­
rantías para que no desaparezcan las 
huellas del delito. no ~e condicione el 
juicio de los testigos. o no se manipulen 
lo.1 elemental que han de utilizarse du­
rante los debates del juicio público. que­
dan en jaque. Y lo mismo octtrre con 
l:ts garantías del derecho al honor del 
imputado, indefenso ante una informa­
ción de tribunales w ónea o. senci lla­
mente. poco rigurosa. Como se ha di­
cho, la deformaci6n tmís notoria de la 



libenad de infonnación "consiste en lo 
que se ha llamado juicios pamlelos de 
otros propiamente judiciale , en los cua­
Jes Jos medios de comunicación. inau­
dita parle. juzgan, condenan y hacen 
cumplir !:1 pena. sin apelación alguna y 
sin posibilidad de de indulto de esa pena 
infamante e indeleble que 'e llama la 
pena de banquillo y que c.' una mml:IIi­
dad mny actual de la piwt:1 mcdiC\\11. 
Son c:1sos típico:, d~ prejuicio, .. ' . 

É11o' ;on sólo alguno' de Jo, prn­
hlern:" que se derivan de una dnctrin;¡ 
que. a rni entender. no rc,ulta del todo 
sati,ractoria: la qm: propugna que larca 
liditd invc., tigild.l por el juet no ;e 'lh 

Ir.1c il J;¡ hbc11:1d de mlormat ión , icm­
JliC <IIIC d omut imicnw obtcmdo ). en 
'u e<ho. publicado no pmcecla de Ja, 
propia\ actu:lciolle., llHX:C\Jic\. Una te­
, ¡, di,t·utihk porque. como digo. t·on­
duce. en 1íltinlll ¡¿rmino. a rc;tlltado:, 
inrompil tibb con J¡¡ fu nción co1"titu 
cional del 'ccretu del ,umario. 

lln;¡ P"'ihlc 'Í;l para \illir de e't" 
encrnl'ij.1da JM\ilrÍil por interpretar. en 
contra de la do<"trina dd TC. d 'ecreto 
>umanal dd óln. 301 LEC'rim en d •Cil 

tid11 de entender ind uidu en el delll.• r de 
le\CI\a tOI IIlO cJ ¡e"litadu de 1,1\ :\Cilla· 
rion~< pn tt:c>:tle, con m el contenido de 
la inH·,tigal'ion. De,.,,, 111udu. '' aho­
g,tll<lr un camhio de la doctrina run.ti­
tunmwl y pt>r una regulación l~g.1 l. C\O 

>~. todo lu prcct>a ) ponderad~ que -e 
qu icl~ l. p.u" g;u.mti t.ar clic~tmcntc In 
al·cit'llt d~ la ju,ticia y el derecho al ho­
nor dd Íl lllllltado mcdiantc un cfccti\ o 
'ccrcto externo. fre nte a tercero>. de la 
ra\C SllllliHÍal. Como la pr;k tica ckmues-
11 ,1 casi a diario. no ba>ta con que la ley 
o el juct declaren secreta; las actuacio­
nes \ll lltat iab . es decir. eliminen >U 
car;íctcr ptíblico. sino que es necc;ario 
que prohíban su publicación. 

Así ocurre. sin ir más lejos. en Ita­
lia. donde el apartado 1 del art. 114 del 
Código de Procedimiento Penal prohíbe 
terminantemente la publicación (inclu­
so parcial o resumida) del contenido de 
los actos cubienos por el secreto dur.tn­
te la fase de indagilli pre/mrinari. :\o 

obstante. y como e 'ccpnonc' ,¡ J:¡ n:­
gla. lus apart:tdo:, 2 ) 3 del art. 329 del 
Código conceden al mint~tt-no público 
<unplias facul tade~ para le\:lnlare;,a pro­
hibición en at~nción a la;, circun\tancia' 
específicas del ca,o. con lo que >e c;,­

tmctura una regulaci6n Oe:-.ible que pt'r­

mit~ alcanzar '>Oiucionc, pr opordona­
<1•~11. 

ramb1en en Portug,tl Jo, medio' de 
wmunicacilin ~un objeto d~ una n:fc-
1enc1a ~ ·Jtet'Íit<.:a .:n .:1 :111. l'>6 drl Códi­
go de Pwccdim1.:nto Pcn.tl. que ,ólt• 
admite la puhl icacitín de "n,mncionc' 
l'irclm,wnctnda, .. de Jo, act\l' prucc .. a­
b nu \Ujeto' al '~cr.:to. En 1c:tlidad, 
'ah o puntuale> c\ccpcionc-. prc\ i >la en 
l:1 le). en el ordenam1ento JUndlco por­
tugué, el régimen dd ~ecrc to coinctdc 
ron el de la publicidad de Jo, J l'LO> ! 
documento' JL'i JllllCC\11, quedando ' e­
dada no ;,ólo la po~ihil1dad dl' <¡uc " " 
pcriod i >ta~ realit.:cn in\c;.tigat'ionc' pu­
ra lela' durante el ck~arrolln de la 
iuquétito o la IIIM/'1/f<IO. -,ino t,unbién 
fil pubJic.tcic'lll de CCilllCiltdrtO\ \llhJCIÍ­
ql\ '' J,¡ uti litacitin dc ualquter otro 
género peril'!Jí,tico di , tlnio <~ 1 rcpmtaJC 
neutral '· 

En Alemania y f-ran.:ia, por e l con­
trariu.la doctrina cientffica cd1a en f'alt .1 
una 1cgulación prcct\J de c'ta\ cue,tio­
n.:,, '\i la Orrlenan.üt Pt oc e, al a lemana 
ni d Código de Ptocedimicnto lr:u1cés 
'e refieren al accc..,o de Jn, medio' de 
comunicación a Jo' dato~ uc !:1 invc~l i ­

gactón judictal. Únicamente c~tÍbh;n en 
C\IO' dos paíse~ algunas dispO>tciones 
que penalizan la violac ión del ~ccreto 

duntntc la fase de intrucción. sin que ta­
les nonnas alcancen a lo> medios cuan­
do informan lato sens11 de una invc.,tiga­
ctón en curso. La conclu ión a la qu~ 'e 
ha llegado en ambos casos e~ que el pro­
blema de la acti\'idad de lo:. medios de 
comunicación en relación con la acCIÓn 
de la justicia es un problema real que di­
ffcihnente puede solventarse a partir de 
una regulación tan insuficien te''· 

Por lo demás, y \Oiviendo a nuestro 
ordenamiento, sorprende que para favo­
recer una inveMigación la ley contem-

D \1t \ t.t "" "' At u",. K. '"La 

hberL.d <k <\fVC\1011) el d.:nxho 

al hl'm~r . en /~'" ,14 ,, , 'm~ mdu t 
tltud, \ t·n la Cmt.\ rittJt 10n f f})(l'¡• ,­

la: !tt.iodrhrrl dtl lnhwwl Cmrsu 

tucwnal. ~und.!l'll>n 1 1 Mllntc. Sc­
\lll.l 19'1.\, 1' 77 

Ru"'tc. 1 lhri'\\l•\lr , R.fJ3f• 

'"fllr' tf,.J '<.lUHdiW \ hbt rtutJ dt In• 

;,trUhlt "'" c•n t 1 pr.it.C'\tl Jlt'IWI. 

Dl~'"""'· \l;•und 199'1. pp. t 'i 57 

/hui., 1'1' <X> 1~. 

' ""'. pp. 11 ·~ ) 'i? (-,(, s,;brc 
._.¡ l'.h<l lr.uh:¿, \'\.'.:1'~ lambt..:n 

llt 11 \ J l. ) l " '" '""'· A. 
tdll"' 1.1 ;¡~,., cft laplt \'r~ttlmu~ 

tlt• '"; r'"•'•"'t'· [')JIIt''· PJth 1 qq1. 

pp q;¡ 14<1 
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~ubre ello. P1 ·¡¡ ¡¡, t E. idlr.l. La 

Ccm~·rnlwJJ Euro¡u.:rmu•tfe, dmitJ· dr 

I"IJvmmt·' t cmrmt•mo;re urtrclc par 

urtul~. Ec.:onomlt..a. P:t r í~ 1995: 
l!o" . J.. /:.'/ Jrr.•rlw a /11 mtnmM· 
t toff c11 ~/ CtJm·rmu Lurop~o t!~ lo:. 

Ocrt.·thu' Hwmm;JJ, I>Pl r. Barcelo~ 

no t<I<J.l. pp. ~05y " .;Trn"''· P . "Li 
bcnJd de tnrom1nc•ón y I'O<tcr Jud•· 

~raJ en el Cun..,cmu ~uro~o de Dc­
rtd~h l lum._u..,.., ... }(,., urt' út'l Pe• 

tlu Ju,/in tll r it. pp Jbl 170 
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pie la J}Q>iblc incomunicación del dete· 
nido (art. 506 y ss. LECrim), medida que 
entraña una radical privación de su' 
derechos fundamentales. e incluso la 
posibilidad de que. pordecbiónjudicial. 
las actuaciones ;umanales ean secre· 
la> pard la' panes (arL 302 LECrim). y 
no pueda imponer la efectividad frente 
a terceros del secreto del Mlmario me· 
di ante la prohibición de publicación de 
\ U comemdo. Ningún obstáculo habría 
para ello. No lo hay desde la pmpecti· 
va del derecho interno. po1 ctmnto. como 
el propio TC puntuali ~ó en la sentencia 
176/88. el derecho fu ndamental a un 
procc>o público se rcliere sólo a la fase 
de oralidad. por lo que el >ecreto del 
\tnnario. incluso en :.u máxima cxpre· 
; i6n. "en nada afecta al derecho a un 
prut:c. o pltblico'', extendiéndose adc· 
m;l' el 'ecrcto, s~gtín 'e dice en la sen· 
tencia 13/85, no ;ólo :ti d~r~cho a reci· 
bir m formación. sino también al de "di· 
fustón por cualquier medio". esto es. al 
derecho a dar información. Y tampoco 
hny inconveniente dc>de el puma de 
v i~ ta de lo> Tratado> y Convcnins intcr· 
mu.:ionales suscritos J}Qr nucst10 p:tí>. En 
efecto. a tenor del art. 6.1 dd Con1enio 
Europeo ele Dcrc<.:hm, Humanos de 
1950. t;tl y como ha ;ido mtcrpretado 
por el TEDH. Ia publicidad procesal sólo 
e' exigible en la fase de juicio oral y en 
el pronunciamiento de la scntencm. Así· 
m i~mo. el an. 11 del Convemo. que ga· 
rantila las libenades de expresi6n e in· 
formactón. permite que \U ejercicio :.e 
someta a cienas restricciones y condi· 
cionamicnto> por la ley para la "protec· 
ción de la rcpul<tción de los derechos 
aicnu,. _para Íf11pcd ir la divu(jtación de 
in formaciones confidcnci:tles o para 
garantizar la autoridad e imparcialidad 
del poder judicial"'''. 

La aplicación de estas consideracio­
nes a nuestro derecho penal. en el que 
se distingue una fase preparatoria de 
imtrucción y otra po terior plenaria. que 
final in con el acto solcmn~ del juicio 
ora l y el posterior pronunciamiemo de 
ht sentencia, conduce a la conclusión de 
que el derecho al proceso público que 
consagra el an. 24.2 CE. como garamía 
del justiciable. sólo es de aplicación, 

adem~s de a la sentencia, al proceso 
stricto .1·ensu. en el que se producen o 
reproducen las pruebas de cargo y des· 
cargo y se formulan las alegaciones y 
peticiones definiti\';ts de la acusación y 
la defensa. Únicamente referida a estos 
actos procc ales tiene senlldo la publi· 
ciclad del proceso en su verdadero sig· 
nilicado de participl1CÍÚn y de control 
de la ju; ticia por la comunidad. Dicho 
de otro modo. desde su dimensión de 
garantía de los justiciables contra una 
justicia secreta, de gabinete, que escape 
¡¡ la fiscaliz.1ción del públiw, el princi· 
pio de publicidad no es aplicable a lO· 

das las fases del proceso penal, sino tan 
sólo al acto oral que lo culmina y al pro· 
nunciamiento subsiguiente del fallo. 

JUICIOS PARALELOS Y 
PRESUNCIÓN DE INOCEN­
CIA 

L1 pre1unción de inocencia del arl. 
24.2 CE se proyecta específicamente 
sobre aquellos procesos en los que se 
venti lan sanciones penales o adminis· 
trativas. Se trata del derecho piÍblico 
sub]etit•o que obliga a que todo pronun· 
ct:umemo de condena esté fundado "en 
pruebas que. legítimamente obtcnida.s. 
se hayan practicado cor1 todas la; ga· 
rantías legalmente cxigid¡ts, cxtendién· 
dosc la ncc~; idad de esas pntebas a tO· 
dos los elementos objetivos del delito y 
a los elementos subjetivos del tipo en 
cuanto sean detem1inamcs de la culpa­
bilidad". Derecho que. e concrct<t en una 
presunción iuris IIJn lum. en virtud de la 
cual toda acusación debe ir acompaña· 
cla eh- la ,nrne.ha IlP lo< h?J:ho< P.n -í''"' 

consiste, de modo que. si no concurr~n 
tales pruebas. el juez o tribunal que co· 
nazca el proce~u pudni declarar la ino· 
ccnci11 tlcl acusado. No es ésta una ga· 
rantía nueva en nuestro ordenamiento 
jurídico. pues tradicional y básico e¡, en 
nuestro derecho penal el principio iu 
dubio pro reo. es decir. en caso de duda 
hay que inclinarse por la interpretación 
m<is favorable al reo, y también es cl<i· 
sica la exigencia de que la acusación ha 
de probar los hechos en que se funda. 
Lo que sf consti tuye una nO\ edad es la 
constitucionalización de tales principios 



como un derecho fundmncntal del acu­
sado. de ouertc que é~t e. en caso de in­
fracción. podrá acudir anre los tribuna­
les ordinarios y. en úluma instaucia. ante 
el TC para recabar u tutela' . 

Se ha di~cutido, no obstante. si la 
presunción de inocencia. como derecho 
fundamental, es ejercitablc >olmnenle 
frente al Estado. es decir. como prerro­
gativa del justiciable frente a los tribu­
nalt:l> en cualquier proceso penal o frente 
a la Administración en cualquier proce­
dimiento sancionador, o también e~ 
ejercitable frente a los particu lares. 
Nuc. tro TC. desde la sentencia 166/95. 
se ha dccanllldo por esta segunda tesis. 
afrrmando que la presunción de inocen­
cia es ejercitable fren te al Estado, PX an. 
24.2 CE. y frente a los particul:trc>. 
como una cualidad in1cgran1c del honor. 
ex art. 18 CE: 

''( ... ) la pr~unc1ón de inocencia lie­
ne también una dimensión ex1raprore.1al 
y comprende el derecho a recibir la con­
sideración y citrato de no autor o partí­
cipe en hechos de canícter delictivo o 
an{~ogos a ~los y delennina, I>Or ende, 
el derecho a que no se apliquen las con­
secuencias o los efectos jurídicos anu­
dados a hechos de tal naturaleza en las 
relaciones de todo tipo. Pero esta dimcn­
si6n ext raprocc~al de la presunción de 
inocencia nu constituye. por sí misma, 
un derecho fundamental distinto y au­
tónomo del que emana de los artículos 
JO y 18 de la Consti tución. de tal modo 
que ha de ser la vulneración de este pre­
cepto y, sc•ialadamentc del :trt fcu lo 18, 
lo que sirve de babc a su prolccción a 
Ira\ és del rccun.o de amparo". 

Se amplia así lo que pudiera deno­
minarse el rad10 de acción de la presun­
ción de inocencia. que pasa a concebir­
se como una técnica de protección de la 
dignidad de la pcr~ona frcolc a 10da clo· 
se de imputación no probada. Una vez 
consagrada conslitucionalmente,la pre­
sunción de inocencia ha depdo de ser 
un principio general del derecho que ha 
de informar la acti vidad judicial (in 
dubio pro reo) para converti rse en un 
derecho fundamental que vincula no 

sólo a los poderes púbhcos sino lambH' n 
a algunos poden~' prÍ\ a do' (por eJem­
plo. el denominado poder mc(kítico )1 • 

y que e de aplicación inmediata. 

Ahora bien. i alguien cree de \ erdad 
que es posible hacer re,petnr c~a ¡m~­

sunción ) e a con,ideración de no au­
tor o no partícipe en lu1> hcchol> imputa­
dos cuando una publicación l>btemati­
camcnlc parcial del contenido dc:l pro­
cc:.oconfonna una opinión púhli ca c.:on­
traria? 

De entre los orden~micntosjundil;o, 

de nuestro entorno. el francés h~ sido el 
primero en reaccionar frcmc a c'tn gra­
ve ~i luación. A llí. una rcccntí,inla )' 
CAhausliva ley. la Ley 2000- 516 dt: 15 
de junio de 2000. de protc,·ción de ),¡ 

presunción de inocencia y de los dere­
chos de las \Íclimas, ofnxe la ~I¡!UICn 

tes po\ibilidades: 

El órgano j udicial pudr:í urdenar l,1 
publicación de un c~c• ilo de rccli ti ca­
ción cuando una pcrwna ~ca prc,cnta· 
da públican1entc corno culpable de unos 
l1echos sobre los que hay abicrt,t una 
investigación'''. 

L1 ley ~uncionn con una lllulla de 
100.000 francos a quit.:n. 'iu autori1<1· 
ción, publique pur ctwlq uicr medio la 
imagen de una persona implicada en un 
procedimiento penal o d1funda un >On­
deo de opinión acerca Jc M I culp,lbili­
dad~· ·. 

Las autoridadcb habrán de adopwr 
las medidas más eficaces y compalible, 
con las exigencias de la seguridad para 
evitar que una persona esposada sea fo­
tografiada u objeto de un reportaJe 
audiO\•isuaF1• 

En todo caso. y a fin de contestar 
infommcioncs parciales o inexaclas, el 
ministerio fisca l. en el ejerc1cio de su 
función de garante de los derechos de 
los ciudadanos podrá. de oficio o a ins­
tancia de parte, divulgar claros ubjctivus 
de la inves tigación judicial. sin que e ll o 
suponga prejuzgar la culpabilidad o ino­
cencia del imputado'~ . 

1<.,\ l\'\ \ V \11 ,,t-. 1· ... /n ;fuhu> 

pm r, '· hbtc a pct:(,.litetUn ck la pruc· 
bJ > IU. .. ~Jnoun de lll4.-....l.'nu .. l ·. R~ 
\l~ta /'\{' om~a ¡ (~ l'>trelha C'mu11 

/Uo ' ·'"u/.IIUOI ~Utl9~7). pp. 'l-34. 

R tl 'HO l 'l·l l ""'· J. \1 .. Ln cfirn 
1 10 rf,. lo\ tl rt( e /lo\ furulumt"n1ah '( 

/h ntt't1p,1rtu ulrl f'l"' ' Ct iUmtlr Et­

IUJto~ C('nuuutwn.tlt>s. Madnd 
I':N7. pp. 24 t 256 

' Anfculo '11 

Attú..:ulu92 

·· t\11ículo 1>6 
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Por lo que~ nue:.tro ordcmunicnto 
se refiere. en ausencia de una regula­
ción precisa como la francesa. cabría. a 
rni j uicio. potenciar la aplicactón. con 
una interpretación juri,prudencial que 
la haga eficaz. de la doctrina contcnid~ 

en la sn: 219/92. donde >e alir rna que 
" la exigencia de una información 'crat 
oblign a respetar el derecho de t odo~ :1 

la prc,unción de rnocencia. reconocido 
en el art. 24.2 ... y que ·'el único acto que 
puede quebrar la presunción de inocen· 
cia del acusado es la sentencia del Tri· 
bunal que declara la mrtoría del delito''. 
De algú n modo h:ty que rcacc ion>~r frerr· 
te a la información de tribunales qu~. 

cle,conociendo el signilicado de la pre· 
' unción de inocencia. se atre\·c a aven· 
lllrar un juicio anticipado de culpabili· 
dad de una pc~ona por el mero hecho 
de verse é ta !>ujeta :tuna in,·e,tigación 
jud ic ial. 

É~t a e,. por lo dem:b. la tesis que 
parece aceptar la srr 6196. aunque refe· 
rida a l período de diligencias judiciaicl. 
prC\ ias. En ella. de~ pué.' de concluir que 
.. se podía haber informado a la opinicín 
pública lisa y llanamente de la inve, ti· 
g:1ción en curso··. el TC desesti mó el 
rccur~o uc amparo interpuesto por unos 
period ista frente a unas resoluciones 
judiciales condenatorias por intromisión 
ilegítima en el derecho al honor. Los 
periodistas imputaban a una pcr,ona 
determinada e identificada por w norn­
lm:. apell idos y fotog rafía la interven­
ción directa corno intcnnediario en un 
sccue tro. pero, a juicio de los tribuna· 
les de instancia. la imputación no se 

.:jru'}(,'\h;l .r.u ,n11tclla< {lllr .ilf.l;f.dl\a.<.r.~ .l~ 

veracidad de la información. Aunque lo~ 
¡x:riodistas aseguraban habcr eont ra~ta­

du la noticia. lociertoes quccn e((¡¡ ;ólo 
·e citaban fuentes indctenninadas. ol· 
vi dando que corre ponde a quien la ofre· 
ce probar su veracidad. En cambio. en 
la demanda de amparo se alegaba que 
la inl'orrnac ión ofrecida se ajustaba al 
canon de la veracidad que cltexto con~­

ti tucional impone. La información fue 
debidamente contrastada con diversas 
fuentes (entrevistas con testigos. con las 
Fuerzas ele Seguridad del Estado y con 
per. onas cercanas a la organización te· 

rrori, ta). quedando así satisfecho el de· 
bcr de diligencia que incumbe al infor­
rmrdor. 

El TC cornier11a "' argumentación 
msistiendo en que el contenido del art. 
20.1.d) CE no es otro que la infonna­
ción vemz. A este respecto matiza que 
la 1 eracidad de la información no es si­
nónimo de la verdad objetiva e incon­
testable de los hecho;. sino rcnejo de la 
necesaria di ligencia en la búsqueda de 
lo cierto. La veracidad de lo que se in­
forrna no va dirigida a la ex igencia de 
una rigurosa y total exacti tud del conte­
nido de la inforrnaciórr. ' ino :1 negar la 
protección constitucional a los que. de­
fraudando el derecho de todos a recibir 
información veraz, transmiten como 
hechos I'Crdaderos simples rumores. 
carente> de toda constatación. o mera' 
irrwnciunes o insinuaciones. , in dc;ple· 
gar la di ligencia exigible a un buen pro· 
fes ion al. 

Pues bicn.la aplicactón de esta doc· 
trina al caso concreto impidió al TC re· 
conocer que d artículo periodístico 
ctre,tionado constituyera una rnanifes· 
tación constitucionalmente protegida de 
la libertad de información invocada por 
los recurrentes. Ciertamente la noticia 
no arrancaba del vacío. srno de la exis­
tencia de una actuación policial y judi· 
cial previa sobre la persona objeto de la 
información que. en cierto modo, recia· 
mó el interés de los periodistas. por lo 
que. aunque tales actuaciones fueron 
definitivamente archivadas, lo difundi­
do no fue producto de una invención 
.rlr.lihr.mda .*-h!lc~.hir.!l J\1 J.C.o;r.duru.~ 

renglón seguido que la información di­
f urrdida pudiera encuadrarse dentro de 
la categoría del reportaje neutral. pues 
el medio de comunicación no se limitó 
a desvelar la existencia de una investi· 
gación en curso o a reproducir declara· 
ciones de otras personas ;ulicicntcmcntc 
identilicadas, ;ino que hizo suya una 
versión de los hechos, la inculpatoria. 
anticipando así peligrosas y graves con­
clusiones. Es decir. la intromisión ilegí· 
tima en el derecho al honor del presun· 
to intermediario carecía de todo apoyo 
real. ~in que los autores del reportaje 



hubiesen probado lo contrario. El artí­
culo periodístico no fue el resultado de 
una diligente inve. tigación periodística. 

Trasladando los resul tados de elle 
pronunciamiento a otros casos <>i mita­
res. se podría. a mi juicio. c~tablecer 

como regla general que la veracidad 
exigible a la publicadón de noticias so­
bre un asunto sub iudice no se satisface 
con la simple comprobación de que la ~ 
noticias difundidas se corresponden con 
lo alegado o declarado por una de las 
partes (acusador, Fiscal o testigos de la 
acusación) como entiende la tesis del 
reportaje neutral!'· El informador ~abe , 
al publicarlas. que esas alegac ionc~ o 
declaraciones son colllrol'crtidas o. lo 
que es lo mismo, t¡Loc pueden no resul­
tar verdaderas u exactas. De hecho pue­
den no ser estimadas en la sentencia. El 
informador es perfectamente conscien­
te de que durante el proce~o mí11 no se 
conoce la verdad. In oficial claro cst<í. 
aunque se está en v ía~ de conocerla. Y 
sabiendo t¡Loc la wrdad durante el pro­
ceso es una o'enlad diswrsiva o comm­
''enida" . no debe alinearse con la parte 
acusadora. Su noticia. para ser vcrnl , 
tcndni que aludir a los dos caras de la 
verdad, es decir, a la que surge de la 
confrontación de imputaciones. decla­
raciones y alegaciones de las dos par­
tes. acusación y defensa. Por eso la pu­
blicación sistemática de una sola ver­
sión de los hechos. precisamente la peor 
para el imputado. no puede considcrar­
;c como u11a información que sali faga 
las exigencias de la veracidad. Ésta ha­
bría de ser. en ~tuna . la "actuación razo­
nable'" exigida al periodista''. 

JUICIOS PARALELOS E 
IMPARCIALIDAD JUDI­
CIAL 

El art. 2-1.2 CE reconoce a todos el 
derecho a un juicio público con todas 
las garantías. entre las que hay que in­
cluir. aunque no se cite de forma expre­
sa. el derecho a un juez imparcial. que 
constituye sin duda una garantía funda­
mental de la Administración de Justicia 
en un Estado de Derecho. como es el 
nuestro de acuerdo con el art. 1.1 CE"·. 

Pero si LlllO de los deo echo má~ fun­
damentalc!o del ju; ti t'iable e~ ~er julga­
do por un tri bunal imparcial e mdepen­
dicutc hay que reconocer que e> a i m­
parcialidad e independencia pueden ver­
;e enturbiada., por campao1a~ mcdi;íticas. 
dirigidas una~ ' cce!o a dd~nder deter­
minadas postura~ ideológicas de lo• 
medio' y otr;h simplemente a defender 
un interés empresarial a tra\ <!\ ele la 
publicación de noticias cs¡JCcialmcntc 
atracti vas para el público. Adviért:~Sc. 
pues. como la publicidad d<!l proceso. 
que ~e incorpora a la Con~mucoón como 
""" gar:mtía democráti ca para el proce­
sado y para la acusación. en cuanto pro­
cura la m{oxiomoj u~t ieia al e votar corrup­
telas que podrían arnparar·ccn el secreto 
de las actuaciones. puede convert irse en 
uno de lo' peores enemigos de la ju~ti ­

cia dcmvcrática. por cuanto unos pode­
res pri,·ados. los que dominan lo, me­
dios de comunicación , pueden ob~tacu­

lizar la cons~cución de~'" m;íxima ju'­
ticia al perturbar la objetí,·idad de JUe­
ces y tribuna le;,. 

En r~ahdad. el juc/. 111 e' ni puede 
<>cr u11a I>Cr,ona encerrada en un onaoco 
~~tri cto de po ioH.:ipio'>. va lor~, ) regl"' 
juríd ica~ y ai>lada del clima ' ocia! qu..: 
k rodea. E1 la prupid k) la que. L'll de­
terminados supu.:-sto~. le pide que te nga 
en cuenta ese c lima socia l para moti u lar 
' u aplicación. A~í. por ejemplo. e l ;u 1. 

503 LECrim contempla la a larma ' oc ia! 
producida pm la coo ni , i<in de un delito 
como uno de lo~ cri terio' que ha de va­
lorar el órgano jurisdicctonal para de­
cretar o no la prisión pro1 ¡,¡,mal. 

Pero si el JUCZ no e; ni puetle ¡,er un 
Robin;on Cru; ne, sí ha c't:or. de algún 
modo, :nnparado !"rente a la opinión pú­
blica para que ésta no limite ·u inde­
pendencia o. si se prefiere. ~ ~~ someti­
miento exclusivo a la Consti tuc ión y al 

resto del ordenamiento. Aquí desean-a 
precisamente la legitimidad democníti­
ca del juc¿ constitucional. La propia 
Constitución exige que Jo · ti tulares de 
la potestad jurisdiccional sean jueces y 
magistrados "independientes. inamovi­
bles. responsables y sometidos única­
mente al imperio de la ley"' (art. 117. 1 

S~o.-glin c"l.l cltx.lnn:t, ~..~u.mdo el ~­
nochqn nt·l medioacnlcncntTh) tn~­

ro\ t.•omunu.:adur"~"i de un rn~n'DJ'-'· 

ll41.nd\' w hm1h!'O .1 tnUl,IIUiir lo que 

1,.Jlfl"'r., d!\.."CI), ~lllf'H'K.l''-1 Ol't lt"' 't"r.l 11l1· 

puoable la ''"P"n,ahihdod qur pu­

lherJ ~r tnh~rcntc ~tia 111h'\f11mctün 
nlhiiHI. ~~ ('~J \'UIU~:I U tk•Cl."C.:hO'-IWI 

.. l.tnlCnltllc' 1) 'utwicr1c! lfh prinri­
rno") \':tiC'rc .. qm: mform:m el L-:. .. -

tadC' dcnllx.T.Ít r~o.·o P~iradtgrn:1t&coc' 

d fl1 t""~ rgnmu:nro t.1c ~unp.lw por el 

TC' JI dll ,.,.,.,. del dmrio E¡;in. <JU<' 

h:lhta publi~:tdc) uno" cotrnrruc:tdo .. 

apolop.éttt·o:-, dcl tcrron,mo. con el 

;~ rgumt:ntv ck que d rer .. ·rido pe rió 
dico ··...,1.! hnbfa. lim1 1ado a lamer,, re 

rnxlucción d..: In~ Cl)l'l111nÍC:l•ill' t iC' 

I:Tr\-milnnr. no .reompañadn de IUL .. 

l.: t.._J.., de YaJor 41.1e tlcmuc,lrcn que 

d t~nodi, t a ;·hum..: ~..·t con1cnid11 

rt polog"{·ucn <.k• lo ... tn1 'im o , .. (\U 

tS')Il$(), d.: 16 tkdi<'ICmbrl.') 

1 e \k'\111 nl ~ • Dl l'tclm PmU!\trl 

CHil r flrunl. v. 11. Ed!Ch,n~, J nri~ 

clk:\~ l.ur-.Jp~~ Arm.:nca. Bucnu.s A1 

re' 1971. 1'1' 2~9 2.16. 

Sohn: t:\1~ nou 6n. t 'J~/ P1 Kl/ 

Ru•tt•. J .. Cur,:,u dr Drn:dro Cuu,:,­
!tluc..t(ll!td. J\ lttrc1:tl P'un..;., M.tdrid 

1999. rP -tl t - u •. 

//mi. pp 87 1 ~7(• 
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Vid. la:. '' rw11 Pr<rger y Obasdr/R CE). En un >enlido análogo se pronun- de la libertad de información deslina-
• Ausrrw. de 26 de obril de 1 'i95,} c ian los an¡,. 14 del Paclo lnlernacional das a garantizar la imparcialidad de los 
Worm c. Auttria. de 29 de :tgns10 d~ de Dere..:hos Civiles y Políticos y 6.1 jueces, siempre y cuando resulten ne-
1997. d.: l Convenio Europeo de Derechos cesarías y proporcionadas al caso con-

Humanos cuando reconocen el derecho creto11• 
T !<IRI. L 11 . "Comn'l.unic:uion and de lodos a ser juzgados por un "lribunal 

~\:prc\,Jon··. Anu.•rirm1 Contriwrin· independiente e imparcial". Lll más clásica es el Co11tempr of 
•utll.aw. Mmc·olu. Ncw York 1988. Court del derecho anglosajón que per-
pp. 856 ·861. Y si es1o se predica para los jueces y mite la prohibición de la difusión de 

magistrados profesionales, qué dem de datos sobre un asunlo pcndienle de re-
lo• pcnriciosos efectos que la presión de solución judicial para no menoscabar la 
la opinión pública puede ejercer sobre independencia o imparcialidad del juez 
los ciudadanos que inlegran un jurado. o tribunal. Asimismo, el artículo 434-
La preocupación por esta cuestión que- 16 del Código Penal francés sanciona 
dó plasmada en el infonnc del Consejo la publicación de información sobre un 
General del Poder Judicial sobre el An- asunto mb ilulice cuando se real iza con 
tcproycclo de Ley Orgánica del Tribu- la finalidad de ejercer presión sobre la~ 
na! del Jurado. En dicho informe se su- declaraciones de los testigos o sobre la 
gcría la posibilidad de otorgar faculta- decisión judicial. También la legislación 
des al magi strado presidente para fre- federal austríaca sobre los medios de co-
nar la publicación de noticias sobre el municación tipifica como delilo en su 
proceso. Sin embargo, ninguna de las an. 23 la inlluencia abusiva sobre un 
medidas sugeridas quedaron plasmadas procedimiento penal. \ 

r 
en la Ley Orgánica de 22 de mayo de 
1995. En los Estados Unidos. en cambio, 

es la jurisprudencia la que ha ido arbi-
En este contexto, el art. 6.1 del Con- trando soluciones. La senlencia Sile-

venio Europeo de Derechos Humanos ppard v. Ma.1wel/ ( 1966) supuso el pri-
justifica la reslricción de la publicidad mer inlenlo del Tribunal Supremo por 
en la fase oral del proceso en aquellos encontrare! punto de equilibrio entre las 
supuestos en que esa publicidad "pudie- exigencias del principio de publicidad 
ra ser perj udicial para los intere¡,cs de y el derecho a un juicio justo. Pero, si n 
la justicia''. Por otra parte. la jurispru- duda, el /eading case de lajurispruden-
dencia del Tribunal Europeo de Dere- cia americana en la materia es la sen-
chos Humanos sobre la materia está pre- tencia Nebraska Press Association v. 
sidida por la idea de que el ejercicio de Stuart (1 976). en la que el TS declaró la 
la libertad de info rmación debe respe- nulidad de un proceso al eslimar que el 
tar tanto la posición inSliluc ional de los juez de instancia no cumplió con su obli-
tribunales de justicia en una sociedad gación de proteger al acusado frente a 
democrálica cuanlo su funcionamienlo una campaña mediática contraria a sus 
imp.-1l-ciaJ e indepe)l{lieme. Y2 en 13 sen- intereses proces:JJes. EJ juez pudo h~-

len~: ia Sunday Times c. Reino Unido de ber elegido entre diversas medidas para 
26 de abril de 1979, el Tribunal, sin ne- garanlizar el fa ir tria/: reslringir la di-

~ 
gar la posición preferente de la libertad fusión del abundante material ex1rapro-
de información en cuanto pilar del Es- cesa!, suspender el juicio hasla que la 
Indo democrático. advir1i6 de los peli- publicidad generada a su alrededor illr-
gros que reprcscnUJban los juicios para- biera cesado o. al menos. se hubiera cal-
lelos para la autoridad del Poder Judi- madu. aislar al jurado, examinar e ins-

1 cia l, máxime ·'si el público se habitúa al truir a sus mienibros para despejar cual-
espectáculo de un pseudoproceso en los quier incógnita en torno a su imparcia-
medios de comunicación''. Una adver- lidad e, incluso, decretar el cambio de 

1 
tcncia que, andado elliempo, le ha lle- jurisdicción. Pero no fue así. concul-
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vado a declarar ajustada al Convenio la cando con ello el derecho a la defensa 1 

posibilidad de que las legislacione• na- del acusado:•. 1 

c ionales establczr.;;m medidas limilativas 



Volviendo a nuestro país. algumt doc­
tri na. haciéndo;c ceo de la realidad de 
csws presiones y de us posibles efe('· 
tos en jueces. tribunale; y jurados. ha 
planteado la necesidad de imponer lí­
mites a la información ;obre lo. proce­
sos. Aun subrayando el allo signilicado 
y cometido de la libertad de informa­
ción en una democracia. hay qu~ admi­
tir que esta libenad no es absoluta y 

puede encontrar límites que habrán de 
operar con más intensidad en las fa;es 
procesales que preceden a la decisión 
judicial. prec isamente para 110 enturbiar 
la serenidad que debe presidir ;u pro­
nunciamiento. La realidad nos muestra. 
sin embargo. que en el momento actual 
nuestro legislador y nuestra jurispf\lden­
cia se mantienen de espaldas a ellos, 
contrarios. o cuanto menos indecisos, 
ante la menor posibilidad de poner tra­
bas a la información de tribunales para 
tratar de conciliar las libenades de ex­
presión e información con otros dere­
chos del imputado o acusadoN 

Es claro, en cualquier caso, que . e 
debe ma111cncr a ultranza y sin restric­
ciones la publicidad del proceso en la 
fa se oral. porque esa publicidad es efec­
tivamente una gamntfa constitucional 
para !ajusticia. al procurar una máxima 
transparencia respecto a las actuacione 
del proceso. Sin embargo, en mi opinión. 
sería aconsejable poner coto a la pre­
sión mcdiática ejercida en un ;ólo sen­
tido, en un:t sola dirección, la incL•lpa­
turia. a través de una adecuada regula­
ción dirigida a evitar manipulaciones. 
Aun in llegar tan lejos como en otros 
ordenamientos. cabría exigu· a la infor­
mación de tribunales que valore, como 
antes se ha dicho, las dos caras de la 
verd;rd propia de esta fase. La veraci­
dad como límite interno de la libenad 
de información así lo exige. de modo 
que la actuación razonable exigible al 
periodista se concrete en ese deber de 
contraste. Sin pe1juicio. claro está, de 
que lo que es pura opinión pueda ex­
presarse en cualquier sentido. siempre 
que se haga abienamente y no camuna­
da bajo la apariencia de una falsa infor­
mación. 

JUICIOS PARALELOS Y 
AUTOCONTROL DE LOS 
MEDIOS DE COMUNICA­
CIÓN 

Lo profc,ionales d.: la información 
tampoco ignoran la tra:,ccndcncia con~­

ti tucional de e•ta, tcn~iones. Prueba de 
ello es la prolifemción de códigos éti­
co; y la creación y autorregul ación de 
mecanismo pri' ado:, de autocontrol. 
encargados de velar por el re; peto a lo; 
principio> que deben inspirar la acli\ i­
dad de los med ios y. en particular. la 
honestidad de las informaciones que se 
refieren al proceso"'· 

Lo distintivo de la autorrcgulaciún es 
que tnnto su puesta en marcha como u 
fu ncionamiento y efectividad dependen 
del compromiso voluntario de los tre 
sujetos implicados en el procc>.n de la 
comunicación: los propietarios o gc~to­
resde las empresas de comunicación. los 
profesionales y e l público. La autorre­
gulación implica. pues. un desplazamien­
to del ajuste nommtivo del funcionamien­
to de lo:, m~dins desde e l Estado a la M)· 

ciedadcivil. Prcci~amcnle portratar~c de 
una iniciativa de la sociedad eh i 1 que >C 

concreta en una regulación deontológica 
y moral. la única capacidad coacti va de 
la autorregulación descan:,a en su ceo en 
la opinión pública. Algo muy valio~o 
porque demuestra la madurc7 de una '>O· 

ciedad cuyos micntbros -,on ca pace~ de 
asumir libremente rcsponsabi lidadcs y 
compromisos al margen de su~ interese' 
paniculares. 

En esta direcci.-\n, la Federación de 
Asociaciones de la Prensa de España, 
en Asamblea cdebrada en noviembre de 
1993. aprobó un Código Deontológico 
de la Profesión Periodística. en cuyo 
punto 5 se afim1a que el periodista "debe 
asumir el principio de que toda persona 
es inocente mientras no se demuestre lo 
contrario y evitar al máx imo las posi­
bles consecuencias dañosas derivadas 
del cumplimiento de sus deberes infor­
mativos", especialmente "cuando la in­
formación verse sohre temas relaciona­
dos con los Tribunales de Justicia'' . Tra' 
el Código Deontológico de 1993. la LV 

Snhre la\ c ... ,a ... :l \ [)0\lhlhd .ul~ .... 

que en c..,l,l maten~• nfJC't.C nuc..,lru 

._w .. h:n.unit.·uto. h ttc 1 1 k' Cttl '''O, J. , 
··sohrc la •ntcn.:nthln rncdiad<"~rn 

del ('nn ... ~JO (icr'k'r.ll del PtHkr Ju. 

t.hcl..tl en ..,upuc:'W" de pt~1blc ¡x·r­
tu•b~Kiónd~· la md~pc.:nd("Jlf,:ia iudi­
Cl .tl" . Rr' B la dt> l Pud,~r Judtcial. 
, i1., pp '\05 5 16 

'
11 Vid i\r . '\R . 11 .• f:.tit:<J \ Pt•r i4Hii'> 

mo. Cútii¡,;nr¡, l· Hcrlllfl),, ·' v/wt ilo· 

cumentos di' aur.,rrtguluciún. Pa1 

d<' '· Bar~l'l unu t9Q9: Dl C\RIIfR"· 
L. '' L.1 autorrl!gulucJÓn cvmu .tll t:r· 

nativt.J a !:t ... rt:\lrkdone ... !l!gale ... m· 

lormati 'Y:l\} como Sistema rh' rd.t· 

.:i6n Clllrc tdC\i"I011CS )i ]UC'Ct:\' '. 

Rt'l'tJI<l cld Pudt r Jmliunl. n t .. pp. 
2.St -271. 
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A~•tmblca de la Federnción de A ·ocia­
ctoncs de la Prensa de España aprobó 
en rrwyo de 1996 la con,muctón de una 
Comisión de Autocontrol de Dconrolo­
gia periodística. Por otro lado. la A,am­
blca Parlamentaria del Consejo de Eu­
ropa adoptó en julio de 1993 una pro­
pue~ta de Código Europeo de Deonto­
logía del Periodt,mo, en cuyo punto 22 
'e di~c que "las infonnaciones y opi­
nionc~ deben rc"I>Ctar la pre. unción de 
inocencia. principalmente en los temas 
que pennanecen sub iudice. cxduycn­
do establecer juicios paralelos". 

Pero quizás sea en el campo de la 
tekvisión donde. por razones evidentes. 
m{¡s se esté a'anzando en la fijación de 
criterios de autocontrol y en la ~onclu­
·,ión de acuerdos complementarios en­
tre las empresas del 5<-'Ctor. Como ejem­
plos recientes. el D1ctamen del Consejo 
de lo Audio1·isual de Cataluña de 6 de 
octubre de 1997 y la propuesta de con­
venio de autmTcgulación de 199& ¡,u¡,­
crita por lo" dirc~torc" de TeJe, isión 
E,pañola. Canal Plus. C~N Plus. Ca­
nal Sur. Tcle•i~ión de Catalunya. Eu>~al 

Telebista. Tele1üión de Galicia. Tele1 i­
; ión Valenciana y TeJe Madrid. sobre 
celebración de los juicios y su tratamien­
to tclcvi, iro. Ambas inicimiva\ coinci­
den en la apreciación de que la atención 
informmiva generada por algunos pro­
~csos plantea nuevo" requerimiento\ a 
la Achnini,tración dc Justi~i a, tanto rcs­
¡JCcto a la tr:m•parcnda de su actuación 
como a las garantías de independencia 
en el ejercicio de su función. y también 
en la necesidad de precisar critenos que 
permitan dar operatividad a los princi­
pto> oe OOJCtl\'laaa. veracJaaa e Impar-
cialidad de la.1 informaciones "ohrc los 
proce,os. Con,cientes. en suma, de que 
la regla de la publicidad de las actua­
cionc:, judiciales no es ilimitada. fonnu­
lan la" siguientes recomendaciones: 

Lt aprobación de una iniciativa le­
gislativa destinada a clarificar los su­
pue,tos en los que sea legít imo sacrifi­
car la información de tribunales, de 
awcrdu conlu dispuesto en los arts. 6.1 
y 10.2 del Convenio Europeo de Dere­
chos Humanos y el art. 14. l del Pacto 

Internacional de Derechos Civiles y 
Político,. Entretanto, y mientras se de­
.s;UTollan los dehates de un juicio oral, 
la" televisiones d~bcrían abstenerse de 
progrnntar la intervención de aquellas 
personas que constituyan medios de 
prueba, en espec1al testigos y peritos. 

La asunción por las instituciones 
pliblicas de una labor didáctica orienta­
da a concienciar a lus ciudadanos de que. 
pese a los errores de la Administrnción 
de Justicia. sólo a través del proceso 
ptíhlico . e satisfacen las garamías espc­
cíli~ns del imputado. Asimismo, sería 
aconsejable que lus medios de wtlluni­
cación prestasen su colaboración a est;t 
cau. a, difundiendo la idea de que la ver­
dad oficial es la que asume la sentencia 
lit me. En pat1icular. las cadenas habrían 
de ad~crtir a los c;pcctadorc~ de lo ~ 

peligros qu~ cncicmt dar pur buena la 
reconstrucción ficticia en televisión de 
los hecho> y elementos que se están de­
purando en los ;olemncs debate' del 
juicio público. 

El ~sl<tblccimicnto de una culabom­
citín lcal cnltc la Admini,tración de Ju;­
ticia y lu" prok,iunab de la cutHunica­
ciórt a tra1ú de la designación de un in­
termediario encargado de suministrar 
info rmación técnica del desarrollo del 
proceso. Por su parte, los medios habrían 
de dar a las infonnaciones delll0t1avoz 
un tratamiento de credibil idad. sin per­
juicio de la libct1ad d~cxpres iún de cada 
infonnadur. Esde~i r. los medio,. también 
en el seguimiento de un proceso. han de 
observar el princtpio deomológico de 
separnción entre mformación y opinión. 
No hay que confundir los hechos con las 
mterpretacJone; que ae esos hechos haga 
una de las parte.~ del proceso. La infor­
mación h<t de ser plural. aludiendo de 
manera objetiva a las posiciones contra­
dictorias de acusación y defensa. 

Tratamiento especial de la libertad de 
información de tribunales que ¡¡fccte a 
menores y <tdulescentcs. al objeto de 
proteger 'u intimidad y el desarrollo de 
su personalidad. Convendría evitar prin­
cipalmente la difusión del nombre. la 
voz. la imagen y demás datos que faci ­
liten "t identificación, salvo en los w-



pue:.tO~ de que hubie;en ; ido 'íctima¡, 
de un a;esmato u homicidin u lo acon­
seje el éxuo de la irl\ c-~igadún. 

Ddenninada' per;ona; que actúan 
como medio de prueba en un Jllrcio no 
Jo hacen volumariamenle. >ino en vrr­
tud de una prescrrpcrón legal o d~ nn 
mandato judicial. por lo q11c tienen lodo 
el derecho a ~alvagmtrdar l>U intimidad 
y su propia imagen. A tales efectos. las 
tclevi•iones deberían abstenerse de di 
fu ndir su imagen. salvo en caso de re­
nuncia cxprc. a a MIS derecho;. 

En los juicio> con jumdo C> nc~:c,a­
rio cxlr~:mar las cautelas. de fo rma que 
ninguno de sus miembros habría de apa­
recer en un programa de tclevisrón has­
ta después de dictada la scntcncra. 

La rctran>rni\lón en directo de un 
juicio debe rc.pclar lo> derecho~ y la· 
gamntÍ:tl> procc;ab de las partes. Y 
ha•ta que no l>C apruebe la oportuna nor­
mativa. se debería optar por un trata­
mrento de la imagen que no contunda o 
manipule al espectador. predrsponréndo­
Jo a favor o en contra del acu~ado. A~i­

mismo. Jos comentaristas tendrían que 
limitaLc a interven ir ante~ del con ricn­
zo y dcsptré> de tcrruir tada la sc>ión. 

Qucd~n aquí c,l,l'> rccom,·ndad,mc' 
como tc; timonio de un conllicto pro! un­
do entre las reglao., de func10narment1l 
de la JU' ticra ) la lihenaú de 1ntonm 
ción que. ,1 día de ho). ni nu.:-,lll> h:gi-,­
ladnr ni nuc>lra juri,pnrdcncia han ,a­
bido ~~h cr adecuadamente. Pero ' in 
negar la' bondade y posrbr lidade~ del 
autocontrol ¿¡¡co. creo que 'ería come 
nicnte aprobar un<~ regulacrón prcci>a ) 
cuidadosa C]Lte concilie t:l ejercicio tk 
la libcnad de in fom•nción con orru' lic­
recho . bienes y 'al ore' de re k\ ancht 
constitucional y. en su defecto. la pro­
moción de criterios jurb pnrdenciales 
que hagan posible el entendimiento. No 
p<lrcce r<~zonab le encomendar en exchr­
siva la prote-::ción de intcrc'e' de rclc­
\'ancia constitucional a non na\ interna ~ 

y a órganos de naturale¿;t corpor:\IÍ\ a. 
No >e ohide que. en virtud de lo di~­

pucsto cn el art. 9.2 CE. "corre>ponde a 
lo poderes público' pro mm cr hL., con­
diciones para que la libcr1ad e rgualdad 
del individuo y de Jo.; grupo~ en que ~e 
rntegra >can reales y cfecti,•as". a\Í como 
"remover lo> obstáculo que imprda n o 
dificu lten su plenitud" . Y en e~la tJrca. 
alguna emeiiaan podría extrJer~e del 
derecho comparado. 
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